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INFORME DE LA COMISION DE CONSTITUCION, LEGISLACION, JUSTICIA Y REGLAMENTO  recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite, relativo a la Corte Suprema.







HONORABLE SENADO: 







			Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros acerca del proyecto de reforma constitucional del rubro, que ha sido declarado de simple urgencia en todos sus trámites por el Presidente de la República.



			A las sesiones en que se trató este proyecto asistieron, además de los miembros de la Comisión, los HH. Senadores señores Sergio Bitar, Sergio Díez, Jaime Gazmuri, Carlos Ominami, Sergio Romero y William Thayer; los HH. Diputados señores Alberto Cardemil, Aldo Cornejo, Sergio Elgueta, Alberto Espina, Rubén Gajardo, José Antonio Viera-Gallo, Carlos Vilches y Martita Wöerner; la Ministra de Justicia,  señora Soledad Alvear y el Jefe de la División Jurídica de dicho Ministerio, don Rafael Blanco.



			La Comisión solicitó el parecer sobre la iniciativa, así como respecto del proyecto de ley que la complementa en lo que respecta al Código Orgánico de Tribunales, a la Corte Suprema; a la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial de Chile; al Colegio de Abogados; a los Decanos de Facultad, o Directores del Departamento de Derecho Público, de las Escuelas de Derecho de las Universidades de Chile, Católica de Chile, Católica de Valparaíso, de Valparaíso, de Concepción, Diego Portales, Gabriela Mistral, de Los Andes y Adolfo Ibáñez; a los profesores de Derecho Constitucional señora Angela Vivanco y señores Alejandro Silva Bascuñán, Raúl Bertelsen, Guillermo Bruna, Francisco Cumplido, Humberto Nogueira, Jorge Ovalle  y Jorge Mario Quinzio. Además, la mayor parte de estas personas e instituciones fueron recibidas en audiencia  para escuchar sus puntos de vista. Las opiniones vertidas por escrito se agregan al final, como anexos de este informe. La de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial de Chile no pudo ser considerada, por haber llegado después de despachado el proyecto por la Comisión y por haber sido enviada a la presidencia del Senado, en lugar de a la Comisión requirente.



- - - - - -



			En cumplimiento de lo que ordena el artículo 40 del Reglamento del Senado, cabe señalar que para la aprobación de las normas del proyecto en informe se necesita el quórum de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, salvo la contenida en el numeral 5 del proyecto que os proponemos, que incide en el Capítulo VII de la Constitución Política de la República, para reformar la cual deben concurrir con su voto dos terceras partes de los Senadores en ejercicio, todo ello en conformidad a lo dispuesto por el artículo 116 de la Carta Fundamental.



- - - - - - - 



			En el mensaje con que da comienzo a la tramitación del proyecto de reforma constitucional, el Presidente de la República expresa que la iniciativa se inscribe en el proceso de modernización de la administración de justicia, que forma parte de las políticas judiciales del Gobierno.



			Señala que la enmienda a la Ley Suprema que crea el Ministerio Público ya ha sido aprobada por ambas Cámaras y que la reforma del Código de Procedimiento Penal está muy avanzada en su primer trámite, en la Cámara de Diputados. Agrega que ellas serán complementadas próximamente con nuevos textos legales cuya preparación por el Ministerio de Justicia está bastante adelantada: ley orgánica constitucional del Ministerio Público, modificaciones al Código Orgánico de Tribunales, instauración de un sistema de defensa penal pública y tribunales de familia. 



			A lo anterior se suman otras leyes ya aprobadas y proyectos en tramitación en el Parlamento, como son las relativas a la Academia Judicial, las Corporaciones Regionales de Asistencia Jurídica, la de prevención y castigo de las formas de violencia intrafamiliar, la de adopción y la que regula el derecho de visita. 



			Simultáneamente está en discusión en la Cámara de Diputados un proyecto de ley para otorgar marco legal a un plan cuadrienal que asigna recursos del orden de $ 10.600 millones al Poder Judicial. El mismo considera un mejoramiento de las remuneraciones de su personal e incorpora indicadores de gestión, que permitirían incrementar la eficiencia en el uso de los recursos asignados a dicho Poder del Estado.



			Por último, el mensaje destaca que, en ejecución de las mismas políticas antes aludidas, se han introducido mejoras funcionales y de infraestructura en los Servicios de Registro Civil e Identificación y Médico Legal, que en los últimos siete años se han creado 44 nuevos tribunales en el país y que en el curso de 1997 quedarán instalados otros 9. 



			Es en este escenario que se concreta el proyecto de reforma constitucional en informe, cuyos objetivos pueden sintetizarse como sigue:



a) avanzar en el proceso de modernización del Poder Judicial;



b) establecer un sistema de generación de la Corte Suprema en que participen órganos de los tres poderes del Estado, a saber, la propia Corte, el Presidente de la República y el Senado;



c) aumentar a 21 el número de Ministros de la Corte Suprema;



d) incorporar a ella abogados ajenos al Poder Judicial;



e) suprimir en dicha Corte la institución de los abogados integrantes;



f) como consecuencia de lo anterior, modificar el artículo relativo a la composición del Tribunal Constitucional, en cuanto exige para algunos de sus miembros el requisito de ser o haber sido abogado integrante de la Corte Suprema. Esta propuesta incide también en la composición del Tribunal Calificador de Elecciones, en la medida que el precepto respectivo remite al del Tribunal Constitucional para fijar los requisitos de uno de sus miembros;



g) eliminar la excepción al límite de edad que la disposición Octava Transitoria de la Carta Fundamental establece en favor de los magistrados de los tribunales superiores de justicia que se encontraban en servicio al 11 de marzo de 1981�;



h) establecer los procedimientos, permanente y transitorio, con que se proveerán las vacantes que se producirían en la Corte Suprema por efecto de la enmienda relativa al límite de edad y al aumento del número de ministros;



i) encomendar a la ley la regulación de un beneficio compensatorio para los magistrados que deban cesar en sus funciones el próximo 1º de enero, sin perjuicio de los previsionales que les correspondan, e



j) consagrar una inhabilidad especial temporal para integrar las quinas para proveer los cargos de ministro de la Corte Suprema, que afectará a quienes hayan desempeñado los cargos de diputado, senador, ministro de Estado, intendente, gobernador o alcalde.



- - - - - - 



			La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, aprobó en general el proyecto, por estar de acuerdo con el propósito de modernizar la administración de justicia. No obstante, algunos de sus integrantes previnieron que reservaban su derecho a introducir proposiciones de enmienda y adición en el estudio en particular,  a fin de perfeccionarlo, corregirlo y complementarlo, toda vez que, en su opinión, los preceptos de esta iniciativa no enfrentan globalmente los problemas de fondo del Poder Judicial.



- - - - - - -



			El artículo único del proyecto está conformado por seis números, que introducen enmiendas a los artículos 32, número 14; 49, números 8) y 9); 75 y 81 de la Carta Fundamental y  a su Disposición Octava Transitoria. El análisis particular se efectuó por ideas, teniendo en cuenta las diversas indicaciones que presentaron los HH. Senadores señores Fernández, Gazmuri, Hamilton, Larraín, Ominami y Otero, varias de las cuales se materializaron en el texto que os proponemos al final.



			A continuación se efectúa una descripción del debate habido en el seno de la comisión, así como de los acuerdos adoptados sobre  cada punto.

Nombramiento de los ministros y fiscales de la Corte Suprema, con participación de los tres Poderes del Estado.



			El mecanismo para designar ministros de Corte, jueces y fiscales judiciales está señalado en el artículo 75 de la Constitución Política de la República. Todos ellos son nombrados por el Presidente de la República, a propuesta en terna o quina formada por las Cortes de Apelaciones y por la Corte Suprema.



			En cambio, el proyecto aprobado por la Comisión exige la concurrencia de las voluntades de órganos de los tres Poderes del Estado. El Judicial, a través de quinas que formará la Corte Suprema; el Ejecutivo, pues de la quina el Presidente de la República escoge un nombre que propone al Senado, y el Legislativo, dado que la proposición presidencial debe ser aprobada por la Cámara Alta.



			Esta idea, contenida en las enmiendas a la Carta Fundamental que se incluyen en los números 1, 2 y 3 del artículo único, fue aprobada por tres votos contra uno. Estuvieron por acogerla los HH. Senadores señores Hamilton, Otero y Sule, y se manifestó contrario a ella el H. Senador señor Fernández.



			La mayoría juzgó apropiado y conveniente un sistema de generación del máximo tribunal de la República que concite el consenso institucional reseñado, factor que incrementará la legitimidad de los jueces de la Corte Suprema y que aminorará el efecto de cooptación a que tiende la modalidad actualmente vigente.



			El H. Senador señor Fernández, por su parte, expresó que votaba en contra, por considerar que la intervención del Senado, que es una cámara indudablemente política, atentará contra la independencia que en ese ámbito deben observar de manera intransigente la Corte Suprema y sus integrantes. Afirmó que el actual sistema de nombramientos ha funcionado normalmente durante gobiernos de muy distinto signo.



Quórum del Senado para aprobar los nombramientos.



			El mensaje propone exigir para el acuerdo respectivo el voto conforme de las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio, disposición que en definitiva la Comisión aprobó, con nueva redacción, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule. 



			Existe una diferencia formal, en cuanto la iniciativa del Presidente de la República  señala el quórum en el número 9) que se agrega al artículo 49, sobre atribuciones exclusivas del Senado, en tanto que el precepto de la Comisión reitera la misma exigencia en el número 14º del artículo 32, sobre atribuciones especiales del Presidente de la República, y en el artículo 75, referente a la designación de los jueces y magistrados de los tribunales superiores.



			Se hizo presente que la alta exigencia impuesta hará necesario alcanzar un acuerdo que trascienda el criterio de mayorías y minorías en el Senado, pero que tan significativo número de voluntades permitirá despejar cualquier suspicacia sobre interferencias políticas en el nombramiento de los ministros de la Corte Suprema.



			El quórum, como se ha dicho,  se indica en las modificaciones que introducen los números 1, 2 y 3 del artículo único del proyecto, a los artículos 32, número 14º, 49, número 9) y 75 de la Carta Fundamental.



�Procedimiento en caso de rechazo de una proposición por el Senado.



			La disposición del mensaje sobre esta materia plantea que, si el Senado rechazare un candidato propuesto por el Presidente de la República,  la Corte Suprema completará la quina respectiva, adicionando un nuevo nombre en sustitución del candidato rechazado, y así hasta que se logre un acuerdo y se produzca un nombramiento. Por la unanimidad de sus miembros, la Comisión la aprobó, con enmiendas de redacción.



			El H. Senador señor Hamilton presentó una indicación para agregar una disposición a fin de hacer aplicable, en caso que el Senado no emitiere pronunciamiento dentro de treinta días de requerido el acuerdo, el sistema especial de asentimiento tácito y de pleno derecho previsto en el párrafo segundo del número 5) del artículo 49 de la Constitución Política de la República.



			Luego de un breve intercambio de ideas sobre ella, su Señoría retiró su proposición.



			El retiro tuvo por causa el acuerdo unánime de todos los miembros de la Comisión, en orden a dejar constancia que no es necesaria la regla propuesta, toda vez que el efecto que el citado párrafo segundo asigna al silencio del Senado, cuando es requerido para consentir en un acto del Presidente de la República, es de aplicación general.



			Los HH. Senadores señores Gazmuri y Ominami hicieron indicaciones para resolver la situación generada si el Senado persistiere en rechazar los candidatos propuestos por el Jefe del Estado.  En tal eventualidad, si se tratare de postulantes provenientes de una quina formada por miembros del Poder Judicial, se entendería elegido de pleno derecho el ministro de Corte de Apelaciones más antiguo que figure en lista de mérito y forme parte de la quina. En el otro caso, esto es, cuando se trate de nombrar a un abogado ajeno al Poder Judicial, se entendería elegido de pleno derecho el que tenga mayor número de años de ejercicio profesional que figure en el registro público del cual se seleccionarían los abogados externos. Consecuentemente con lo acordado, estas indicaciones fueron rechazadas unánimemente por la Comisión.



Fijación del número de ministros de la Corte Suprema



			El proyecto de reforma constitucional nada dice sobre este particular. El número de magistrados que integran el máximo Tribunal está fijado en el artículo 93 del Código Orgánico de Tribunales.  Sin embargo, el proyecto de ley que acompaña a la iniciativa en informe, que se tramitará por cuerda separada,  modifica aquel precepto, para elevar la cantidad de ministros de 17 a 21.



			La señora Ministra de Justicia explicó que el aumento es congruente con la supresión de los abogados integrantes en la Corte Suprema y con el propósito de que todas sus salas puedan funcionar con ministros titulares. Observó que el número no es arbitrario, sino que el resultado de estudios serios, profundos y técnicos efectuados hace ya bastante tiempo, con participación incluso de ministros que hoy integran la Corte Suprema.



			El H. Senador señor Fernández hizo indicación para consignar en la Carta Fundamental el número de ministros de la Corte Suprema, manteniendo en 17 la composición de ese Alto Tribunal.



			La Comisión aprobó fijar en la Constitución el número. Asimismo, resolvió establecerlo en 21 ministros. El primer acuerdo fue adoptado por la unanimidad de todos los miembros, y el segundo por tres votos, de los HH. Senadores señores Hamilton, Larraín y Sule, contra dos, de los HH. Senadores señores Fernández y Otero.



			El H. Senador señor Sule manifestó que el aumento del número de ministros de la Corte Suprema es una exigencia impuesta por los hechos. En efecto, dijo, su competencia en las materias más variadas, la participación de sus miembros en el Tribunal Calificador de Elecciones, en el Tribunal Constitucional, en la Comisión Antimonopolios y en otros organismos, así como el desempeño por esos mismos magistrados de labores docentes en una o más Universidades, son las causas que explican el retardo que se advierte en el despacho de los asuntos sometidos al referido Tribunal. Con todo, consideró su Señoría que estos y otros temas exceden el ámbito del presente proyecto, que es fruto de un acuerdo político claramente delimitado para que pueda surtir los efectos deseados, en tiempo oportuno.



			Recordó que el estudio auspiciado por el Centro de Estudios Públicos citado por la señora Ministra � propuso elevar a 30 el número de ministros de la Corte Suprema, atendidos factores como la competencia, la participación en otros tribunales y entidades y la conveniencia de terminar con el sistema tradicional de integración.



			El H. Senador señor Hamilton aseveró que como resultado de la supresión de los abogados integrantes, que es uno de los puntos que está en la raíz misma del acuerdo político que impulsa la presente reforma constitucional, es indispensable �incrementar la cantidad de magistrados que compondrán la Corte Suprema.



			Manifestó que, independientemente de lo que pueda resolverse respecto de la radicación final de la jurisdicción constitucional, en otro proyecto, puesto que en éste no sería viable, un factor no menor que sirve de base a las críticas que se han hecho al funcionamiento del Tribunal Supremo lo representa el conocimiento en segunda instancia de los recursos de protección. Es previsible que si se hicieran obligatorios los alegatos en esas causas,  la Corte colapsaría.



			Añadió que otro aspecto relevante relacionado con el funcionamiento de la Corte Suprema dice relación con la diversidad de licencias y permisos de que gozan sus integrantes, lo que suele dificultar la formación de sala para el conocimiento y resolución de numerosas causas.



			El H. Senador señor Fernández expresó que el número de ministros está vinculado con la competencia de la Corte Suprema, tanto en cuanto tribunal de primera como de segunda instancia, y no con la forma de integrarla, e hizo presente que este es también el criterio que manifestaron los ministros del máximo Tribunal que concurrieron a expresar el parecer de éste ante la Comisión en torno al proyecto objeto de este debate. También incide en el funcionamiento de dicha Corte la obligación que diversas leyes han impuesto a sus jueces, de integrar o participar en otros tribunales y organismos.



			Hizo presente que si se busca mejorar y facilitar el funcionamiento del Tribunal Supremo, debiera estudiarse con mayor profundidad el problema y buscarse los caminos más idóneos, por ejemplo, formar las salas con tres miembros titulares, en lugar de elevar su número total. Un aumento de la dotación de ministros dificultará el funcionamiento de la Corte, pues la convertirá en una suerte de asamblea en que será más arduo que ahora alcanzar los acuerdos.



			Consideró su Señoría que sobre este punto, lo mismo que en otros, los estudios y antecedentes suministrados son insuficientes para justificar un cambio y que, en todo caso, debería analizarse conjuntamente con los jueces llamados a poner en práctica lo que se resuelva en el Poder Legislativo.



			Agregó que advertía una incongruencia entre el planteamiento que se hace en orden a eliminar los abogados integrantes en la Corte Suprema, manteniéndolos sin embargo en las Cortes de Apelaciones, recordando el aforismo jurídico en virtud del cual donde existe una misma  razón debe aplicarse igual disposición.



			El H. Senador señor Larraín manifestó que concurría a aprobar el aumento del número de ministros, básicamente porque la supresión de los abogados integrantes, con la que está de acuerdo, hace imperativo elevar la cantidad de miembros titulares para asegurar el funcionamiento de la Corte Suprema. Concordó en que una redefinición de su competencia merece un análisis profundo, pero estimó que este proyecto no es la oportunidad para hacerlo. Señaló que también será necesario estudiar la incidencia que tiene en este sentido el conocimiento por el máximo Tribunal de los recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, de protección y de amparo, además del de casación. Expresó que un traspaso de competencia al Tribunal Constitucional sin mayor análisis es aventurado, porque imponerle a este último una carga adicional supone resolver simultáneamente los problemas orgánicos y funcionales que conlleva la asignación de nuevas atribuciones.



			El H. Senador señor Otero declaró que, en su opinión, el auténtico motivo que explica las dificultades que viene experimentando el funcionamiento de la Corte Suprema es el de la amplitud de sus competencias. Se manifestó partidario de traspasar el conocimiento y fallo de los recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad al Tribunal Constitucional, para reunir en él toda la competencia sobre la materia.



			Citó en apoyo de sus aseveraciones las estadísticas sobre causas pendientes entregadas año a año por el Presidente del máximo Tribunal, en los discursos de inauguración del año judicial, las que se resumen en el cuadro que se inserta a continuación:�

Recurso�1993�1994�1995�1996��Casación�1.366�1.118�1.327�1.371��Protección�5�(*)�(*)�299��Queja�1.361�1.938�919�346��Inaplicabilidad�269�305�361�363��Publicación �14/3/94�14/3/95�14/3/96�14/3/97��

(*) Para este año no se dispone del dato desagregado de las apelaciones en �         general.





			Explicó su Señoría que si se transfiere al Tribunal Constitucional la función que ha indicado, la Corte Suprema podría dedicar al estudio de su competencia principal, que es la casación, un veinte por ciento más de su tiempo de trabajo, ya que en la actualidad ocupa los días viernes para conocer en pleno los recursos de inaplicabilidad. En tal hipótesis, las cuatro salas dispondrían de un día más cada semana.



			Añadió que no es partidario de fijar en la Constitución el número de jueces que deberán integrar la Corte Suprema, porque es dar excesiva rigidez a una solución que debe ser transitoria. En efecto, el retardo que se observa en el despacho de dicha Corte no tiene su origen en algún elemento orgánico del tribunal, sino que es un problema eminentemente temporal, cuyas causas ya han sido recordadas. Una vez superadas éstas se hará sumamente difícil restablecer la cifra adecuada de integrantes, que a su juicio es la actual, o sea, diecisiete miembros.



			En razón de lo dicho, indicó que si la norma fuera propuesta con carácter transitorio contaría con su respaldo. Entretanto, se pronunció en contra del aumento a 21 jueces en la Corte Suprema, sin perjuicio de variar su posición si en la sala ello fuere necesario para alcanzar el quórum que esta reforma constitucional exige. 			





Incorporación a la Corte Suprema de abogados ajenos a la administración de justicia.



			Es esta otra de las ideas centrales del proyecto de reforma constitucional propuesto por el Ejecutivo. La iniciativa original consulta que, en cada quina que se forme para hacer los nombramientos de ministros y fiscales de la Corte Suprema, se incluya al menos un abogado extraño a la administración de justicia. 



			Según explica el mensaje, estos profesionales  estarán llamados a prestar al Alto Tribunal su concurso en el desarrollo doctrinario del derecho, especialmente en lo que constituye su función primordial, cual es asentar, a través de la casación, criterios generales y uniformes en la interpretación de la ley, para dar mayor certeza a su sentido y alcance.



			Su incorporación viene a suplir el aporte especializado y versado que actualmente hacen los abogados integrantes, con la ventaja de que, al ser miembros en propiedad del tribunal, no les puede alcanzar el reparo que ha solido hacerse a aquéllos, en cuanto aparecen actuando, ora como jueces, al integrar salas de la Corte Suprema, ora como abogados, al patrocinar causas ante ese u otros tribunales.



			Esta idea fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión y aparece consignada en los nuevos incisos que se incorporan al artículo 75 de la Carta Fundamental mediante el número 3 del artículo único del proyecto que os proponemos.



5.1 Otras disposiciones relativas a los abogados ajenos a la administración de justicia.



			El debate discurrió también en torno a si el número de estos abogados debe consignarse en la Constitución o en el Código Orgánico de Tribunales, si debe establecerse un porcentaje o una cifra máxima, si se les exigirán o no requisitos y cuáles serían éstos, si serán escogidos sobre la base de un concurso, o de un registro, o de una nómina, y acerca de quiénes podrían intervenir en su selección.



			El H. Senador señor Fernández hizo indicación para limitar a no más de cuatro el número de abogados extraños a la administración de justicia, dentro del total de diecisiete miembros que proponía en otra indicación. De ese modo, explicó el autor, no se desincentivaría las legítimas expectativas de los jueces, de culminar su carrera en los más altos cargos de la magistratura y, por otro lado, se aseguraría la presencia de un abogado externo en cada sala.  



			En cuanto a la alternativa de señalar una cifra o un porcentaje, su Señoría prefiere la primera opción, porque no genera dudas de aplicación ni de interpretación, como podría ser, por ejemplo, la de establecer el porcentaje en caso que existan cargos vacantes. 



			Por otra parte, dijo que el señalamiento en la Ley Suprema de los requisitos que deberán cumplir estos abogados está en consonancia con el aporte de excelencia que de ellos se espera. En efecto, prosiguió, lo que puede justificar la incorporación de terceros en la Corte Suprema es la calidad y solvencia profesional y académica que ellos aportarían. Por eso propuso exigir al menos una edad mínima, como en el caso de los fiscales del Ministerio Público y un determinado número de años de ejercicio de la profesión de abogado.



			El H. Senador señor Hamilton formuló otra, que establece que a lo menos cada sala especializada de la Corte Suprema deberá contar con un abogado extraño a la administración de justicia entre sus integrantes. Su Señoría señaló que con ella se persigue cautelar la carrera funcionaria de los jueces, pues de otro modo los magistrados provenientes de la carrera judicial podrían ver severamente limitadas sus posibilidades de formar parte de la Corte Suprema. 



			Expresó, por otra parte, que no es necesario consagrar en la Constitución los requisitos de estos abogados, sino que por razones de buena técnica legislativa debe conservarse el sistema establecido para el Poder Judicial por el artículo 74 de la misma, que comete a la ley dicha tarea. Los abogados extraños a la administración de justicia serán tan jueces como los demás integrantes del Tribunal Supremo y deben quedar sujetos al mismo régimen jurídico que ellos, declaró. Finalmente, recordó que el señalamiento en la Carta Fundamental de los requisitos para ser Fiscal Nacional o fiscal regional es una excepción, impuesta por la necesidad de alcanzar el acuerdo político que permitió instaurar en Chile el Ministerio Público. 



			Finalmente, los HH. Senadores señores Gazmuri y Ominami propusieron que un tercio de los miembros del Tribunal Supremo sean abogados extraños a la administración de justicia. Además, su indicación contempla un mecanismo especial para el ingreso de abogados externos a la Corte Suprema, que supone solamente la intervención del Presidente de la República y el Senado, así como la existencia de un registro público de abogados calificados, cuya conformación quedaría  entregada a la ley. Explicaron los autores de esta proposición que la Corte Suprema queda excluida de participar en los nombramientos de los abogados externos, porque así no se desnaturaliza el propósito de la reforma, en orden a poner resguardos que frenen la cooptación.



			El H. Senador señor Larraín se manifestó partidario de señalar determinadamente el número máximo de jueces de la Corte Suprema provenientes de fuera de la carrera judicial, que no deberá ser muy elevado -entre cuatro y cinco-, a fin de asegurar el respeto a aquélla. Igualmente, fue de opinión de indicar también en la Carta Fundamental los requisitos que se les exigirá, dada la elevada jerarquía de las funciones que desempeñarán y para mantener la consistencia con lo aprobado respecto de los fiscales del Ministerio Público. Respecto de cuáles serán éstos, señaló que si se exige una cierta extensión en el ejercicio profesional automáticamente se está condicionando la edad, por lo que no le parece necesario aludir a ésta.



			El H. Senador señor Sule adhirió a las expresiones consignadas más arriba, vertidas por el H. Senador señor Hamilton, y las hizo suyas. Además, dijo preferir que el número de estos abogado se señale como un porcentaje del total de miembros de la Corte, porque la razón de incorporar a estos abogados en el Tribunal Supremo es profesional y no política: se aspira a que ellos hagan un aporte especializado al trabajo de la Corte y a que para ello tengan un peso significativo, si bien no concluyente, en las decisiones. Sin embargo, si en definitiva se optare por una cantidad determinada de abogados externos, estaría por fijarla en seis magistrados, de los veintiuno que compondrán la Corte. En todo caso, afirmó, el procedimiento para nombrarlos no debe diferir sustancialmente del empleado en el caso de los magistrados de carrera.



			En definitiva, la Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, acordó fijar en la Constitución la cantidad de abogados extraños a la administración de justicia que formarán parte de la Corte Suprema, y que dicha Corte, para formar las quinas, los seleccionará convocando a un concurso público de antecedentes.



			El señalamiento en la Carta de los requisitos para los abogados externos que integrarán la Corte Suprema fue aprobado por tres votos contra dos. Se pronunciaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y lo hicieron por la negativa los HH. Senadores señores Hamilton y Sule.



			La disposición que asimila los requisitos de dichos abogados a los que el inciso segundo del artículo 81 establece para algunos de los que integran el Tribunal Constitucional, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, quienes dejaron además constancia, a este respecto, que las personas que han desempeñado sin tachas cargos en la judicatura satisfacen la exigencia de haberse destacado en una actividad profesional.



			No obstante lo anterior, al resolver respecto del señalamiento de los requisitos, hubo discrepancia entre los miembros de la Comisión en cuanto a incorporar entre ellos el haberse destacado el postulante en la actividad "pública". El citado artículo 81 de la Carta exige haberlo hecho en la actividad profesional, universitaria o pública.  Con el voto favorable de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule, y la oposición del H. Senador señor Larraín, se acordó mantener la misma enunciación que la Constitución hace en el caso de los abogados que componen el Tribunal Constitucional, la que incluye la actividad pública.



			El H. Senador señor Larraín fundamentó su rechazo en que no necesariamente el ejercicio de una actividad de ese tipo califica a las personas para ejercer la judicatura en el nivel más elevado. Por vía de ejemplo señaló que un alcalde puede haber sido una persona muy destacada en su desempeño como tal, pero ello no lo habilita para conocer y fallar las delicadas y complicadas cuestiones envueltas en los recursos de casación.



			La señora Ministra de Justicia resaltó que lo que interesa es valorizar y aprovechar la experiencia y los conocimientos adquiridos en el servicio público y que a la postre los tres Poderes del Estado que intervendrán en los nombramientos ponderarán con buen criterio esta circunstancia, para seleccionar candidatos que sean verdaderamente aptos y, en lo posible, excepcionales.





Formación de las quinas. 



			El mensaje contiene algunas normas básicas sobre formación de quinas. Luego de un debate, la Comisión las desarrolló en la forma que pasará a explicarse, teniendo a la vista los mismos criterios sentados en esta materia cuando trató la reforma constitucional que creó el Ministerio Público.



			Deberán formarse quinas separadas, según se trate de proveer cargos correspondientes a magistrados provenientes de la carrera judicial o de abogados extraños a la administración de justicia. Cada tipo de quina se integrará únicamente con personas de la misma calidad del cargo vacante, o sea, magistrados o abogados externos. 



			Tratándose de las primeras, figurará por derecho propio el ministro de Corte de Apelaciones más antiguo que figure en lista de mérito. 



			Para tener opción a integrar quinas, los abogados que no pertenezcan al Poder Judicial deberán participar en un concurso público de antecedentes convocado por la Corte Suprema.



			Este Tribunal formará las quinas en pleno convocado especialmente para tal efecto. En cada oportunidad se hará una elección pluripersonal, en la que cada ministro tendrá derecho a votar por tres personas. Resultarán elegidos quienes alcancen las cinco primeras mayorías. Si hay empate, se resolverá por sorteo.



			Los HH. Senadores señores Gazmuri y Ominami plantearon una indicación en que la Corte Suprema no participa en el nombramiento de los abogados externos que se incorporarán a dicho Tribunal. En la misma línea de razonamiento, proponían que el Presidente de la República los seleccionara de un registro público que se formaría en conformidad a la ley, para enseguida recabar el acuerdo del Senado. Estas ideas no prosperaron, pues la Comisión optó en forma unánime por la solución que se ha descrito más arriba.



			Ahora bien, las normas para la formación de quinas que se han descrito son de carácter permanente, por lo que se incorporan al artículo 75 de la Constitución Política de la República. La Comisión aprobó también reglas especiales, de carácter transitorio,  para formar las quinas y hacer los nombramientos en las vacantes que se originarían al materializarse la reforma que elimina la excepción al límite de edad establecida en favor de algunos magistrados de los tribunales superiores de justicia.  De ellas nos ocuparemos en el capítulo número 9 del presente informe.





Supresión de los abogados integrantes en la Corte Suprema.



			Como se ha adelantado, el proyecto reemplaza los abogados integrantes que concurren a formar salas en la Corte Suprema en el caso previsto en el artículo 215 del Código Orgánico de Tribunales, por abogados extraños a la administración de justicia que se incorporarán como miembros en plenitud del Tribunal. Los motivos de tal cambio están sintetizados en el capítulo 5 supra de este informe.



			La existencia y rol de los abogados integrantes de la Corte Suprema están consagrados en los artículos 219 y 217 del Código Orgánico de Tribunales, cuya modificación es materia del proyecto de ley complementario de la presente reforma constitucional, que se tramita aparte. 



			Ellos figuran explícitamente en la Constitución en la frase final del inciso segundo del artículo 81, que agrega a los requisitos generales que se exigen a los miembros del Tribunal Constitucional, el de ser o haber sido abogado integrante de la Corte Suprema por tres años consecutivos, a lo menos. Esta condición se impone sólo a los ministros que designen el Presidente de la República y el Senado.



			El número 4 del artículo único del proyecto elimina la frase en análisis, disposición que la Comisión aprobó en forma unánime, como número 5. Reiteramos aquí que este número es el único de la reforma que exige para su aprobación las dos terceras partes de los Senadores y Diputados en ejercicio, conforme a lo que dispone el artículo 116 de la Constitución Política de la República, porque modifica el Capítulo VII, sobre el Tribunal Constitucional.



			Corresponde hacer presente que la enmienda en comento afecta en forma indirecta al artículo 84 de la Carta Fundamental, relativo al Tribunal Calificador de Elecciones. En efecto,  la letra b) del inciso segundo de ese precepto exige que el abogado elegido por la Corte Suprema para integrar aquel Tribunal electoral reúna los requisitos que señala el inciso segundo del artículo 81, en otros términos, los que se exigen a los miembros del Tribunal Constitucional designados por el Jefe del Estado y por el Senado.



Supresión de la excepción al límite de 75 años edad de algunos magistrados.



			Otro de los aspectos capitales del proyecto de reforma constitucional en informe es poner fin a la excepción que la disposición Octava Transitoria de la Constitución Política de la República establece respecto del límite de edad que para los jueces fija el artículo 77 de la Carta. Está contenido en el número 5 del artículo único del proyecto, que reemplaza el primer inciso de la norma transitoria indicada.



			El citado artículo 77 dispone que los jueces permanecerán en sus cargos durante su buen comportamiento, lo que configura su inamovilidad, y añade más adelante que, no obstante lo anterior, cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad, amén de otras causales, que no vienen al caso. El precepto en comentario dispone, además, que la norma relativa a la edad no regirá respecto del Presidente de la Corte Suprema, quien continuará en su cargo hasta terminar su período.



			En relación con lo anterior, la disposición Octava Transitoria de la Constitución preceptúa que las normas relativas a la edad establecidas en el inciso segundo del artículo 77 no regirán respecto de los magistrados de los tribunales superiores de justicia en servicio a la fecha de vigencia de ella, lo que ocurrió el 11 de marzo de 1981.



			Respondiendo a una consulta planteada por varios señores Senadores, la señora Ministra de Justicia informó que, de aplicarse la norma tal como viene propuesta en el mensaje, el 1º de enero de 1998 cesarían en sus cargos seis ministros de la Corte Suprema y dos de Cortes de Apelaciones.  En total, hasta el año 2014 la eliminación de la excepción afectará a 56 ministros de corte y fiscales judiciales. 



			El primero de los incisos de reemplazo incluidos en el número 5 del artículo único del mensaje dispone que las normas sobre límite de edad del artículo 77 regirán para los magistrados de los tribunales superiores de justicia que se encontraban en servicio a la fecha de entrada en vigencia de la Constitución, a contar del 1º de enero de 1998; o sea, con esa fecha se pone término a la excepción y la regla que fija el límite edad en 75 años pasa a ser de aplicación general, para todos los jueces y magistrados del Poder Judicial. Aparte de lo anterior, este inciso contiene una disposición muy sucinta  sobre la forma de proveer las vacantes que se produzcan en su virtud y autoriza transitoriamente a la Corte Suprema para funcionar en pleno con la mayoría de los ministros que se hallen en ejercicio �.



			El segundo inciso reduce a dos años el período de la presidencia de la Corte Suprema, que actualmente es de tres años �. Además, el inciso preceptúa que los magistrados que cumplan el límite de 75 años de edad en ejercicio de la presidencia del máximo Tribunal, cesarán tanto en el cargo de presidente cuanto en el de ministro.



			El inciso tercero otorga a los ministros que cesen en sus cargos en virtud de pasar a serles aplicable la limitación de edad, una compensación que fijará la ley y que se concede sin perjuicio de los beneficios previsionales que les correspondan.



			El H. Senador señor Fernández hizo indicación para suprimir este número 5.



			La señora Ministra de Justicia expresó que este aspecto del proyecto persigue poner fin de una situación excepcional que, si pudo justificarse al momento de entrar en vigor la actual Constitución Política de la República, ya no tiene razón de ser. En efecto, dijo, a casi 17 años de estar aplicándose la mayor parte de la Carta Fundamental no hay motivos que excusen poner en uso en plenitud todas sus disposiciones permanentes.



			Más aún cuanto que los motivos que determinaron que el constituyente estableciera en el artículo 77 un límite de edad para los jueces son hoy plenamente válidos. Recordó que en las actas de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución don Jaime Guzmán y don José María Eyzaguire, quien presidía en esa época la Corte Suprema,  dejaron asentado que fijar un límite es una exigencia impuesta por el carácter vitalicio de estos cargos, que no son electivos, y por la necesidad de asegurar la máxima eficiencia en el desempeño la función jurisdiccional, que se ve amenazada por el inevitable decaimiento de las facultades personales que, por regla general, trae aparejado el paso del tiempo, así como para promover la renovación de los tribunales dando adecuado curso a la carrera judicial �.



			Aclaró enfáticamente que nada está más lejos de la apreciación del Gobierno que dudar de la legitimidad de los ministros que integran el máximo tribunal de la República. Aseguró que las circunstancias políticas que motivaron la dictación de la disposición Octava Transitoria de la Constitución ya no están vigentes y por eso se propone eliminar esa disposición excepcional.



			El H. Senador señor Fernández explicó que eliminar la excepción al límite de 75 de edad priva a algunos magistrados de un derecho establecido en la Constitución Política de la República. Adujo que no se advierten motivos para prescindir de este modo de ministros muy prestigiados de la Corte Suprema, que están en pleno uso de todas sus facultades y ejercen sus funciones con esmero, quienes se verán menoscabados en su prestigio por la forma en que se les separa de su cargo.



			Recordó que con ocasión de las 54 reformas constitucionales acordadas en 1989, contenidas en la ley Nº 18.825, la Concertación de Partidos por la Democracia no hizo mayor cuestión de este tema, lo que en su opinión confirma que lo que se busca ahora es variar la composición del Tribunal Supremo.



			Añadió que la forma de nombrar a los integrantes de dicho Tribunal no les resta ni les adiciona legitimidad y que la proposición en debate no se justifica por un afán de recuperar la simetría constitucional, en el sentido de extender a todos la aplicación del límite de 75 años que fija el artículo 77.



			Si se estima que algunos magistrados no cumplen sus funciones en forma adecuada, el camino para separarlo es otro. También su actitud sería distinta si se propusiera un procedimiento para estimular el retiro voluntario de algunos magistrados, lo que no los agraviaría como lo hace el proyecto.



			En todo caso, su Señoría manifestó que de ninguna manera puede ser un tema básico para la reforma judicial quiénes la encabecen desde la Corte Suprema, lo que a su juicio revela que el propósito es remover el obstáculo que representarían personas que algunos creen ver como formando una determinada mayoría, generada por los nombramientos hechos en gobiernos anteriores.



			Por último, descartó los argumentos que se han esgrimido, basados en las opiniones vertidas en la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución por el comisionado don Jaime Guzmán y por don José María Eyzaguirre, quien a la sazón desempeñaba la presidencia de la Corte Suprema, porque, dijo, ellos están referidos a la norma permanente del artículo 77 y no a la excepción consagrada en la disposición Octava Transitoria.



			El H. Senador señor Hamilton señaló que una norma de excepción, como es la contenida en la disposición Octava Transitoria, tal vez pudo justificarse en la etapa de transición desde un sistema de gobierno autoritario a uno plenamente democrático, pero que transcurridos más de 16 años desde que ella fue establecida no debe seguir vigente.



			Las razones que se han dado para extender el límite de edad de los jueces de modo que sea aplicable a todos son muy valederas, acotó. Indicó por vía de ejemplo que normalmente, pasada una cierta edad, no se goza en forma óptima de todas las facultades físicas e intelectuales que se requieren para ser ministro de la Corte Suprema o para desempeñar otros cargos vitalicios o en que se goza de inamovilidad, que es necesario y conveniente dar mayor movilidad a la carrera judicial, para no privar a los jueces más jóvenes del incentivo de progresar en el escalafón y que de los expositores escuchados por la Comisión ninguno se pronunció en contra de esta idea.



			Recalcó que no existen derechos adquiridos en lo referente al ejercicio de cargos o funciones públicos, que ignora quienes podrían verse afectados por la supresión de esta norma excepcional y que el proyecto consulta, en todo caso, una compensación económica para ellos.



			El H. Senador señor Larraín sostuvo que no existe una especie de derecho de propiedad sobre un cargo público, pero que obviamente ese no es un criterio para resolver un tema tan delicado. Puntualizó que desconoce la identidad de quienes podrían verse afectados por este punto de la reforma, lo que es preferible para un debate elevado y objetivo.



			De lo que se trata, dijo, es de decir a quienes gozan legítimamente de una prerrogativa especial que ya no la tendrán más. Lo difícil es hacer esto sin agraviar a los afectados, que deben ser personas destacadas y honorables, efecto que se producirá independientemente de que esa sea o no la intención del constituyente. Es inevitable que la opinión pública lea esta modificación como una  señal de que las personas concernidas han sido cuestionadas en su desempeño.



			Manifestó que si se desea impugnar la conducta de algún magistrado en particular, o de varios, el camino a seguir es diferente y se debe tratar cada caso en particular, con el procedimiento adecuado. Destacó que en esta hipótesis la edad de los involucrados no tiene que ver con un eventual comportamiento reprochable que se les pudiera imputar.



			Desde otro punto de vista, su Señoría juzgó insostenible tratar de definir la composición de la Corte Suprema en función de una determinada coyuntura política, esto es, considerando que ella podría corresponder a una etapa de transición, pero que una vez concluida ésta aquélla debe ser modificada. Lo mismo vale, indicó, para descartar el argumento de que se procura que en la designación de los diez nuevos ministros intervenga el Senado según su actual perfil, cuestión que se presenta como garantía de que una renovación tan radical de la Corte no se verá influenciada por la mayoría política que sustenta al Ejecutivo y a una rama del Legislativo. No corresponde aplicar este tipo de argumentación a una institución que se sitúa fuera del terreno político, concluyó.



			 El H. Senador señor Sule señaló que no deja de llamarle profundamente la atención que se eleven voces para poner en duda que determinados aspectos de la Carta Fundamental puedan ser modificados, ya que ello contraría claros principios generales de derecho que informan nuestra convivencia social.



			Hizo presente que, en su opinión, es inconveniente el establecimiento de excepciones perpetuas, pues perjudican a otros funcionarios que no pueden ejercer el legítimo derecho de ascender en su carrera. Manifestó que nada justifica crear cargos vitalicios en la administración del Estado ni en los demás poderes públicos.



			Expresó que en la reforma constitucional concordada en 1989,  que aquí se ha recordado, no se logró incluir la abolición de esta excepción discriminatoria porque el Gobierno saliente a esa época veía en la composición de la Corte Suprema un freno ante afanes reformistas que a sus ojos podrían juzgarse como excesivos. En todo caso, esos hechos han quedado en el pasado, dijo, y ahora corresponde dirigir la mirada hacia el futuro, que en este ámbito está enmarcado en el proceso de reforma del sistema judicial en marcha.



			El H. Senador señor Otero declaró que, sin compartir en plenitud la proposición del mensaje en este aspecto, está por fijar algún límite de edad para el ejercicio de la magistratura. Agregó que en este caso, como en todos,  hay que actuar con prescindencia de la identidad de quienes podrían resultar perjudicados por la norma que se intenta establecer, porque de otra manera jamás se podría legislar, ya que cuando se instituye una regulación jurídica, por regla general, se arbitra y resuelve una colisión de intereses. 



			Informó que ha conversado este tema con ministros de la Corte Suprema, incluso con algunos que serían perjudicados por la abolición de la excepción al límite de edad, y todos ellos han declarado ser partidarios de que se ponga fin al privilegio de la disposición Octava Transitoria. No podría ser de otro modo, dijo su Señoría, si se respeta el principio de que las leyes deben ser de carácter y aplicación generales.



			Sin perjuicio de lo anterior, expresó que su posición respecto de hacer general para todos los jueces y magistrados de la República el límite de 75 años de edad puede variar, si al momento de votarse el presente proyecto de reforma constitucional en la sala del Senado no se ha honrado el compromiso del Ejecutivo de iniciar la tramitación de un proyecto de ley que dé cumplimiento a la disposición del último inciso contenido en el número 5 -número 7 en nuestro proyecto- del artículo único de la iniciativa en informe, que asegura a los magistrados que cesen en sus funciones el próximo 1º de enero de 1998, un beneficio compensatorio adicional a los previsionales que tengan.



			En otro orden de cosas, recalcó el señor Presidente que el Gobierno, al igual que los anteriores, no ha usado la facultad que le confiere el inciso tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República, para requerir a la Corte Suprema que declare que un juez no ha tenido buen comportamiento.  Este mecanismo, que es muy diferente de la acusación constitucional por notable abandono de deberes, permite remover a cualquier juez por acuerdo del máximo Tribunal. Es un procedimiento correccional eficaz y expedito y el artículo 377 del Código Orgánico de Tribunales enuncia varias presunciones de derecho indicativos de que un juez no ha tenido el buen comportamiento que le asegura inamovilidad.



			Acerca de esta última materia, la señora Ministra de Justicia manifestó que si alguien tiene antecedentes que hacer valer en tal sentido, el Gobierno apreciaría se le entregaran, para obrar en consecuencia.



			Puesta en votación la indicación del H. Senador señor Fernández, fue rechazada por tres votos contra dos. Se pronunciaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Fernández y Larraín y lo hicieron por el rechazo los HH. Senadores señores Hamilton, Otero y Sule. 



			A continuación se estampa el debate habido en la Comisión para fijar las disposiciones que pondrán fin a la excepción al límite de edad consagrado en la disposición Octava Transitoria.



			Se consulta un mecanismo de cesación gradual de las funciones de los ministros de la Corte Suprema, comenzando por el de mayor edad, y de provisión paulatina de las vacantes. Se prevé la formación de quinas simultáneas para los cargos de ministros de carrera y los cargos de abogados externos, con lo cual se procura evitar posibles trastornos en el funcionamiento de la Corte Suprema, por el escaso número de ministros que quedarían si a todos se les hiciera efectiva la cesación en la misma fecha, como, por ejemplo, que pudiera funcionar el pleno pero no las salas. 



			Se consigna una serie de plazo breves, de días, para la apertura de los concursos, la formación de las quinas, la proposición presidencial y el acuerdo del Senado. Se contempla la reiteración del proceso hasta completar el nombramiento de los diez nuevos ministros de la Corte Suprema, incluidos los cinco abogados extraños a la administración de justicia, aunque los designados no asumirán sus funciones sino hasta cuando se haya producido la vacante que ocuparán.



			Los HH. Senadores señores Fernández y Larraín objetaron el sistema descrito, por considerarlo engorroso e ineficaz. Precisaron que será muy difícil cumplir con el propósito de la reforma constitucional, porque los imprevistos harán que se  exceda el plazo del período legislativo que está corriendo y porque, en el mejor de los casos, él supone que al menos en dos oportunidades el Senado se deba reunir durante el receso veraniego de febrero y alcanzar el elevado quórum de dos terceras partes de los Senadores en ejercicio para aprobar los últimos nombramientos. Agregaron que les parece inconveniente el procedimiento porque no se ha previsto qué ocurrirá si los elegidos no aceptan y porque presenta un cierto grado de irrealidad en lo atinente a su aplicación práctica.



			Con el pronunciamiento favorable de los HH. Senadores señores Hamilton, Otero y Sule y la opción en contra de los HH. Senadores señores Fernández y Larraín, se aprobó el texto de los cinco primero incisos que os proponemos en el número 7 del artículo único del proyecto estampado al final de este informe. 



			Quienes lo apoyaron manifestaron que es el más viable que puede preverse por ahora, sin perjuicio de que sea mejorado durante el resto de la tramitación del proyecto.



			Por su parte, los HH. Senadores señores Gazmuri y Ominami hicieron una indicación que agrega al número 5 del artículo único un inciso que consagra un mecanismo para proveer los cargos de la Corte Suprema que corresponderán a abogados extraños a la administración de justicia. 



			Esa proposición establece que la Corte elaborará quinas alternadas integradas exclusivamente por tales abogados, hasta que se entere el número correspondiente. Si después de proponer el Presidente de la República cuatro candidatos el Senado no aprobare alguno, se entenderá elegido el profesional con más años de ejercicio que integre la cuarta quina. Proveídos que sean todos los cargos correspondientes a abogados externos, regirán las normas permanentes para reemplazar magistrados del Tribunal Supremo.



			Atendidos los acuerdos adoptados por la Comisión, se rechazó por unanimidad esta indicación. 



Plazo de la presidencia de la Corte Suprema.



			El mensaje, en el segundo de los incisos que propone incorporar a la disposición Octava Transitoria de la Constitución mediante el número 5 del artículo único, fija en dos años la duración del cargo de Presidente de la Corte Suprema. Preceptúa también que al expirar el bienio el ministro que haya servido dicho cargo cesará como magistrado y que, si cumple 75 años de edad en ejercicio de la presidencia, cesará por cierto en la función de Presidente.



			Esas disposiciones presentan tres innovaciones respecto de las que actualmente están en vigencia. Así, la duración en el cargo de Presidente del Tribunal Supremo hoy en día es de tres años y está señalada en el artículo 93 del Código Orgánico de Tribunales, no en la Carta Fundamental. Enseguida, la propia Constitución dispone que si el Presidente de la Corte alcanza el límite de 75 años hallándose en ejercicio de tal cargo, no se le aplicará la cesación de funciones prevista en el artículo 77 y continuará en ese puesto hasta el término del período.



			En definitiva, la Comisión, rechazó por tres votos contra dos el texto propuesto y dejó este asunto para ser resuelto en el proyecto de ley reformatorio del Código Orgánico de Tribunales, que complementará la presente enmienda constitucional. Votaron por la aprobación los HH. Senadores señores Hamilton y Gazmuri y por el rechazo los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.





 Beneficio compensatorio especial a quienes cesan en sus funciones como ministros de la Corte Suprema.



			Como se ha dicho, el mensaje consulta una norma en tal sentido. 



			La Comisión, en forma unánime, la aprobó, con algunas correcciones formales. Constituye el último de los incisos contenidos en el número 7 del artículo único de la iniciativa en informe.



			La señora Ministra de Justicia anunció que el proyecto de ley respectivo está prácticamente listo y que será enviado al Congreso en los próximos días.





 Inhabilidad especial de ex parlamentarios y altos funcionarios para integrar quinas a la Suprema.



			En reemplazo de la norma que agrega una disposición Trigesimaoctava Transitoria a la Constitución Política de la República, que figuraba en el número 6 del artículo único del proyecto del Ejecutivo, la Comisión aprobó por mayoría otra, que en nuestro proyecto se incluye en el número 8. 



			En el nuevo texto se hace explícito que las personas que hubieren desempeñado cargos de diputado, senador, ministro de Estado, intendente, gobernador o alcalde, no podrán figurar en quina durante el año siguiente a la fecha de publicación del proyecto de reforma constitucional en informe.



			El acuerdo fue adoptado con los votos favorables de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero y el voto en contra del H. Senador señor Gazmuri, quien indicó que le parecía que este tema debe ser tratado en el proyecto de ley relativo al Código Orgánico de Tribunales y no en el de reforma de la Constitución.



			Si bien hubo consenso en estimar que el precepto es de suyo riguroso, toda vez que eleva al doble el plazo de la incapacidad consagrada en el artículo 56 de la Carta Fundamental, los parlamentarios presentes fueron del parecer que es necesario despejar cualquier sombra de duda a este respecto.



			El citado artículo 56 impide a los ex parlamentarios, hasta seis meses después de expirar su cargo, ser nombrados para cualquier empleo, función o comisión retribuidos con fondos del Fisco, de las municipalidades, de las entidades fiscales autónomas, de las semifiscales, de las empresas del Estado y de aquéllas en que el Fisco intervenga mediante aportes de capital, así como para toda otra función o comisión de la misma naturaleza. La única excepción son las funciones, comisiones y empleos en la docencia.



 Quórum especial para modificar algunas disposiciones introducidas por esta reforma.



			El H. Senador señor Fernández hizo indicación para fijar en dos terceras partes de los miembros en ejercicio de ambas Cámaras el quórum con que podrían modificarse las normas establecidas en la presente reforma constitucional. 



			Fundó su propuesta en que, si bien se ha establecido en dos terceras partes de los miembros del Senado el quórum para aprobar los nombramientos en la Corte Suprema, esos preceptos forman parte de capítulos de la Carta Fundamental que requieren de un quórum inferior -tres quintos de los parlamentarios en ejercicio-, para ser reformados. Postuló que así como se busca asegurar que los ministros y fiscales de dicha Corte sean nombrados con el apoyo de una mayoría muy amplia de la Cámara Alta, que trascienda las diferencias políticas, la enmienda de esas mismas normas debiera ser aprobada por la misma mayoría.



			El H. Senador señor Gazmuri apuntó que las disposiciones sobre nombramientos, sean éstos de magistrados o de otros altos funcionarios del Estado, no tienen por qué ser motivo de una sustancial elevación del número de votos necesario para reformar la Constitución.



			El H. Senador señor Hamilton adujo que la regla general para modificar la Ley Suprema son los tres quintos de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados y del Senado y que la presente reforma no incide en los capítulos más rígidos de aquélla, por lo que no tendría justificación extender aún más una de los características más criticadas de la Carta de 1980, como es su exagerada inflexibilidad. 



			El H. Senador señor Otero expuso estar de acuerdo sólo en cuanto a imponer un quórum más alto para modificar los preceptos de la Carta Fundamental en que se requieren la dos terceras partes de los Senadores en ejercicio para aprobar las proposiciones presidenciales en el proceso de nombramiento de ministros y fiscales de la Corte Suprema, a saber, el número 14º del artículo 32, el número 9) del artículo 49 y el inciso segundo del artículo 75.



			La indicación, modificada en la forma propuesta por el señor Presidente, se aprobó por tres votos a favor, de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y dos votos en contra, de los HH Senadores señores Hamilton y Gazmuri. Se incorporó al artículo único como número 6, nuevo.





 Regulación de los efectos del ejercicio de la jurisdicción disciplinaria.



			El H. Senador señor Otero presentó una indicación que hace obligada la imposición de medidas disciplinarias en caso que un tribunal superior invalide una resolución, en uso de sus facultades disciplinarias.



			El artículo 545 del Código Orgánico de Tribunales consagra el recurso de queja, el cual tiene por objeto atacar faltas o abusos graves cometidos en la dictación de una resolución jurisdiccional. Su inciso final, tal como fue sustituido por la ley Nº 19.374,  de febrero de 1995, ordena imperativamente aplicar las medidas disciplinarias que procedan por la falta o abuso, cuando el tribunal de alzada, en ejercicio de su función correccional puesta en juego mediante el ejercicio de este recurso,  invalide una de dichas resoluciones.



			Es el caso que la Corte Suprema no ha dado cumplimiento a dicho precepto legal, declarándolo inaplicable por inconstitucional, porque en su opinión él vulnera la disposición del artículo 79 de la Carta Fundamental, que otorga a ese Tribunal la superintendencia directiva, correccional y económica de los tribunales de la nación, sin límites ni parámetros de ninguna especie. A juicio de la Corte, si el constituyente no ha indicado límites ni pautas para el ejercicio de esa jurisdicción, no podría hacerlo el legislador.



			A fin de que no quepa la menor duda acerca de cuál es y ha sido la intención de los colegisladores al dictar la ley Nº 19.374, la Comisión aprobó por unanimidad la indicación en análisis, la que pasó a ser el número 4, nuevo, del artículo único del proyecto. 



			Se deja de este modo sentado el principio de que si bien la potestad legislativa debe ajustarse al marco constitucional, no está impedida de incursionar en todos los ámbitos que, como norma de clausura, indica el artículo 60 de la Carta Fundamental; el Código Orgánico de Tribunales se encuentra en varios de los casos allí consignados, porque es una ley orgánica constitucional en virtud del artículo 74 y de la disposición Quinta Transitoria de la Constitución y porque el recurso de queja está comprendido en un conjunto de leyes codificado.





 Otras ideas consideradas por la Comisión en relación con el presente proyecto de reforma constitucional.



			Durante el curso del debate surgieron diversas ideas complementarias a las de la reforma, y otras decididamente nuevas, las cuales, sin embargo, no se convirtieron en preceptos del proyecto en informe, en parte porque él se inscribe en el marco de una negociación política que requiere dar la mayor celeridad a su tramitación,  y en parte porque ellas requieren de un mayor estudio para hacerlas coherentes en su conjunto.



Tribunal Constitucional



			El H. Senador señor Otero hizo indicación para modificar la letra a) del artículo 81 de la Constitución, relativo a los tres ministros de la Corte Suprema que integran el Tribunal Constitucional,  de manera que ellos cesen temporalmente en sus funciones en aquélla, conservando eso sí sus remuneraciones y beneficios y sin derecho a percibir otros similares por su participación en éste. Reasumirían sus cargos al término del período de ocho años como miembros del citado Tribunal.



			Formuló además otra, para agregar un número 8º nuevo al artículo 82, que define la competencia del Tribunal Constitucional. En su virtud se traspasaría a éste la que actualmente tiene la Corte Suprema, conforme al artículo 80 de la Constitución Política de la República, para conocer del recurso de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de cualquier precepto.  Una diferencia capital entre ambos preceptos, el vigente y el de la indicación, es que la declaración de inconstitucionalidad que haría el Tribunal Constitucional llevaría aparejada la derogación inmediata de la norma declarada contraria a la Constitución, en tanto que en el sistema vigente la resolución de la Corte Suprema sólo lo hace inaplicable en el caso específico en que se hubiere suscitado la cuestión.



			El autor de estas indicaciones las retiró, en vista de las conversaciones en curso con la señora Ministra de Justicia, encaminadas a concordar un conjunto de otras modificaciones que requiere el sistema de administración de justicia.



Nombramiento de ministros de Corte de Apelaciones y de jueces. Abogados integrantes en las Cortes de Apelaciones.



			El H. Senador señor Larraín presentó una indicación que implanta en las Cortes de Apelaciones el mismo criterio que sigue la presente reforma en lo referente a la Corte Suprema en cuanto a nombramientos, aunque en este caso no se contempla la intervención del Senado, y sobre la incorporación de abogados extraños a la administración de justicia;  así se pondría fin, también en este nivel jurisdiccional, al instituto de los abogados integrantes. 



			Su autor la retiró, también en atención a que están en curso conversaciones con el Gobierno para convenir una agenda y un calendario de reformas al Poder Judicial y a la administración de justicia, que aborden el tema en plenitud. Señaló que si esas negociaciones no concluyen satisfactoria y oportunamente, formulará de nuevo esta y otras indicaciones, más adelante.



Autonomía presupuestaria Poder Judicial 



			Los HH. Senadores señores Fernández y Larraín hicieron  indicación para modificar el artículo 64 de la Carta, sobre tramitación de la ley de presupuestos, de manera de facultar al Congreso Nacional  para aumentar gastos del presupuesto del Poder Judicial, siempre que los compense con reducciones en otras partidas.



			Sus autores la retiraron, por la misma razón recién expresada arriba, esto es,  porque la idea será planteada en las negociaciones con el Gobierno para extender el alcance de las reformas al Poder Judicial.



Intervención de los Colegios de Abogados y de las Facultades de Derecho en el nombramiento de abogados extraños a la administración de justicia.



			En uno de los documentos de trabajo sobre los cuales se apoyó la discusión, se proponía permitir que las Facultades de Derecho de las universidades del Estado o reconocidas por éste y las asociaciones gremiales de abogados formularan a la Corte Suprema proposiciones de personas que reunieran los requisitos para postular a integrar dicho tribunal como abogados extraños a la administración de justicia, debiendo acompañar constancia de la aceptación expresa de los candidatos propuestos. Esas candidaturas quedarían incorporadas al concurso para formar las quinas correspondientes.



			La idea fue rechazada por unanimidad, por ahora, por los mismos motivos de oportunidad expuestos más arriba.



Elevación del quórum para aprobar la acusación constitucional contra altos magistrados.



			El H. Senador señor Fernández presentó una indicación para aumentar, de la mayoría de los senadores en ejercicio, a la de dos tercios de los mismos, el quórum que de conformidad con el inciso tercero del artículo 49 de la Constitución Política de la República se requiere para declarar la culpabilidad de los magistrados de los tribunales superiores de justicia que hayan sido acusados constitucionalmente por la Cámara de Diputados por notable abandono de sus deberes.



			Explicó el autor de la indicación que ella obedece al propósito de hacer coherente el sistema: si para nombrar a los ministros de Corte y fiscales judiciales se exigirá en adelante el acuerdo de dos terceras partes de los Senadores en ejercicio, lo lógico es demandar la misma mayoría para destituirlos en juicio político. En la misma línea está, dijo su Señoría, la indicación para elevar también a dos tercios el quórum para modificar estos preceptos de la Constitución, que ya fuera parcialmente aprobada.



			El H. Senador señor Ominami apuntó, por su parte, que si un juez permanece en su puesto a pesar de haber obtenido un voto condenatorio de más de la mitad de las dos cámaras del Congreso Nacional, carecerá de toda legitimidad en el desempeño de su ministerio, con el consiguiente desprestigio de la función jurisdiccional.



			El H. Senador señor Gazmuri manifestó que le parecía excesivo fijar en dos tercios el quórum establecido para los nombramientos, pero que acataba el acuerdo político que da impulso a la presente reforma constitucional. Señaló su Señoría que no es lógico igualar el quórum que se requiere para separar de su cargo a un magistrado, al que se exige para hacerlo con el Jefe del Estado, porque es claro que los efectos políticos no serán los mismos.



			El H. Senador señor Otero expresó no tener dudas acerca de la vinculación de la indicación con las ideas matrices de la reforma de la Corte Suprema que plantea la iniciativa en informe. Recordó que en el reciente proyecto de reforma constitucional sobre composición del Senado �, rechazado en esta misma Corporación se aumentaba a tres quintos de los Senadores en ejercicio el quórum para aprobar las acusaciones de la Cámara de Diputados contra magistrados de los tribunales superiores de justicia, por notable abandono de sus deberes. 



			En todo caso, a pesar de ser partidario de elevar el quórum a que se refiere la indicación en debate, declaró ser contrario a legislar acerca de este tema en momentos en que hay acusaciones constitucionales pendientes, en estudio por la Cámara de Diputados.



			El H. Senador señor Hamilton llamó a evitar hacer cada vez más rígida una Constitución que, en su concepto, lo es en demasía. Advirtió que no existe una relación necesaria, o de causa a efecto, para igualar los quórums para nombrar y destituir a un magistrado. Respecto del aumento de quórum contenido en el proyecto que suprimía los Senadores designados, explicó que obedecía a un acuerdo alcanzado entre el Gobierno y la oposición,  en el primer trámite en la Cámara de Diputados, compromiso que fracasó en el Senado.



			Puesta en votación, la indicación se rechazó por tres votos contra dos. Se pronunciaron a favor de ella su autor y el H. Senador señor Larraín y lo hicieron en contra los HH. Senadores señores Hamilton, Otero y Sule.



			Por su parte, el H. Senador señor Fernández, dejó constancia de que su indicación en ningún caso sería aplicable a las acusaciones constitucionales pendientes y de que el reproche de inoportunidad es válido para la totalidad del proyecto de reforma constitucional que se discute.



Extensión del límite de edad al resto de los funcionarios y auxiliares del Poder Judicial.



			El H. Senador señor Otero hizo indicación para hacer extensivo el cese en sus funciones a todos los miembros del Poder Judicial, cualquiera sea el escalafón a que pertenezcan, cuando alcanzaren los 75 años de edad. La planteó como la agregación de un inciso final al artículo 77 de la Constitución Política de la República.



			La norma constitucional vigente afecta únicamente a los jueces, de manera que la indicación extiende la limitación de edad a los demás funcionarios judiciales y también a los auxiliares de la administración de justicia, esto es, a los fiscales judiciales, defensores públicos, relatores, notarios, conservadores, archiveros judiciales, receptores, procuradores del número, asistentes sociales y bibliotecarios judiciales.



			El autor de la indicación explicó que se trata de aplicar la misma disposición allí  donde existe una misma razón. La norma debe ser la misma para todo el Poder Judicial y estar consignada en la Constitución, porque si sólo se incluye en el Código Orgánico de Tribunales su constitucionalidad podría ser controvertida.



			Por otra parte, hizo notar que puede presentarse un problema respecto de la validez de las actuaciones procesales, incluida la dictación de sentencias, efectuadas por un secretario como subrogante del juez. Si ese secretario está excedido en el límite de edad, al ejercer la subrogación cesa automáticamente, por imperio de la Constitución, lo cual deja en terreno incierto los actos en que haya intervenido. 



			Producida la votación, fue aprobada por la unanimidad de los Senadores presentes, los HH. Senadores señores Hamilton, Otero y Sule.



			Más adelante se reabrió el debate sobre esta indicación y ella resultó rechazada por tres votos en contra, uno a favor y una abstención. Votó a favor el autor de ella, lo hicieron en contra los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Larraín y se abstuvo el H. Senador señor Sule.



			El H. Senador señor Fernández declaró que votaba en contra por la misma razón que lo ha hecho en el caso de la eliminación de la exención del límite de edad de que gozan algunos magistrados, porque se afecta los derechos de numerosas personas que son privadas de su cargo sin miramientos. Si se es partidario de fijar límite de edad, no se ve por qué ello sea válido únicamente para el Poder Judicial; igualmente podría extenderse ese criterio a los parlamentarios, ministros de Estado, embajadores, etc. 



			Otra cosa sería, dijo,  si se consagrara esta norma con cabal conocimiento de los efectos que producirá y se señalara un plazo adecuado para su aplicación, de manera que no sean afectados quienes actualmente desempeñan cargos de los que se verían privados si se aprueba un precepto con vigencia inmediata.



			El H. Senador señor Hamilton señaló que en principio está por aprobar una norma de este tenor, pero que le parecía preferible no incorporar al presente proyecto materias que no están previamente concordadas, y que antes de resolver desea conocer el alcance que tendría una norma como la que se trata de agregar por la indicación. También se mostró partidario de señalar un plazo para su puesta en vigor.



			El H. Senador señor Sule estuvo de acuerdo en que los funcionarios no permanezcan en sus cargos más allá de lo razonable y  expresó  que es efectivo que existen algunos auxiliares de la administración de justicia que no están en buenas condiciones para cumplir sus cometidos. 



			Sin embargo, añadió, hay que tener en cuenta que el progreso ha prolongado el goce en plenitud de las facultades intelectuales, mucho más allá de lo que era habitual no hace algunos años. Por otra parte, hay que prevenir los efectos imprevistos y no deseados que podría tener un precepto como el contenido en la indicación.



			El H. Senador señor Larraín manifestó que podría concurrir a aprobar una disposición como la que es materia de este debate, siempre que no fuera aplicable a quienes ocupan actualmente esos cargos.



- - - - - -



			En mérito del debate, explicaciones y constancias que quedan expuestos, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de recomendaros que aprobéis el siguiente 





PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL





	"Artículo único.- Introdúcense en la Constitución Política de la República las siguientes modificaciones:



	1.-	Sustitúyese el número 14º del artículo 32, por el siguiente:



	“14º Nombrar a los magistrados de las Cortes de Apelaciones y a los jueces letrados, a proposición de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, respectivamente; al miembro del Tribunal Constitucional que le corresponde designar; y a los magistrados de la Corte Suprema y al Fiscal Nacional, a proposición de la Corte Suprema y con acuerdo del Senado, todo ello conforme a lo prescrito en esta Constitución;”.



	2.-	Sustitúyese el número 9) del artículo 49, por el siguiente:



	“9) Aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los senadores en ejercicio, la designación de los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema y del Fiscal Nacional, y”.



	3.-	Reemplázase el inciso segundo del artículo 75 por los incisos siguientes, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser sexto, séptimo, octavo y noveno, respectivamente:

		

          “La Corte Suprema se compondrá de veintiún ministros y de fiscales judiciales, que serán nombrados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio en sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento. Cinco de los miembros de la Corte Suprema deberán ser abogados extraños a la administración de justicia, tener a lo menos quince años de título, haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o pública y cumplir los demás requisitos que señale la ley orgánica constitucional respectiva.



	Cuando se trate de proveer un cargo que corresponda a un miembro proveniente del Poder Judicial, la quina se formará exclusivamente  con personas integrantes de éste y deberá formar parte de ella el ministro más antiguo de Corte de Apelaciones que figure en lista de méritos. Los otros cuatro lugares se llenarán en atención a los merecimientos de los candidatos. 



	En caso que se trate de proveer una vacante correspondiente a abogados extraños a la administración de justicia, la quina se formará previo concurso público de antecedentes, exclusivamente con abogados que cumplan los requisitos señalados en el inciso segundo.



	La Corte Suprema y las Corte de Apelaciones, en su caso,  formarán las quinas o las ternas en pleno especialmente convocado al efecto, en una misma y única votación, donde cada uno de sus integrantes tendrá derecho a votar por tres o dos personas, respectivamente. Resultarán elegidos quienes obtengan las cinco o las tres primeras mayorías, según corresponda. De producirse un empate, éste se resolverá mediante sorteo.".



	4. -	Agrégase al artículo 79 el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser inciso tercero:



	"En caso que un tribunal superior de justicia invalide una resolución jurisdiccional en uso de sus facultades disciplinarias, el pleno deberá aplicar la o las sanciones que estime pertinentes.".



	5.- Suprímese la oración final del inciso segundo del Artículo 81, que reza como sigue: "Además, en los casos de las letras b) y d), deberán ser personas que sean o hayan sido abogados integrantes de la Corte Suprema por tres años consecutivos, a lo menos.".



	6.- Agrégase la siguiente frase final al inciso segundo del artículo 116: "Asimismo, se requerirá el quórum de las dos terceras partes de los diputados y senadores en ejercicio para modificar el quórum establecido en el número 14º del artículo 32, en el número 9) del artículo 49 y en el artículo 75, para la aprobación por el Senado de los nombramientos de los ministros y fiscales de la Corte Suprema.".



	7.- Sustitúyese el inciso primero de la disposición Octava transitoria por los siguientes, pasando el actual inciso segundo a ser sexto:



	"Las normas relativas al límite de edad establecidas en el inciso segundo del artículo 77, regirán desde el 1º de enero de 1998 respecto de los magistrados de los tribunales superiores de justicia en servicio a la entrada en vigencia de esta Constitución, quienes cesarán en sus funciones en conformidad a lo dispuesto en los incisos siguientes.





	A contar de la fecha indicada, irán cesando en sus cargos los ministros que tengan cumplidos 75 ó más años de edad, comenzando por el de mayor edad, y así sucesivamente, a medida que se vaya proveyendo cada vacante.





	El procedimiento para proveer las vacantes que se produzcan por aplicación de los incisos anteriores, así como los nuevos cargos creados en esta reforma constitucional, se iniciará dentro de los tres días siguientes a la fecha de publicación de la misma, con el llamado a concurso que deberá hacer la Corte Suprema en conformidad a lo establecido en el inciso siguiente. Al décimo día siguiente a la misma fecha, la Corte Suprema formará dos quinas simultáneas, una para proveer una vacante con miembros del Poder Judicial y la otra con abogados externos a éste. El Presidente de la República deberá efectuar su proposición al Senado, dentro de los tres días de recibidas las quinas. El Senado deberá pronunciarse dentro de los seis días siguientes a la fecha en que haya recibido la propuesta del Jefe del Estado. Aprobada una proposición, se repetirá el procedimiento, para lo cual la Corte Suprema deberá presentar dos nuevas quinas, al quinto día siguiente a la aprobación por el Senado.





	Para formar las quinas correspondientes a las vacantes de abogados extraños al Poder Judicial, la Corte Suprema abrirá concurso público de antecedentes, dentro de los tres días siguientes a la publicación de esta reforma constitucional. Este concurso será único para todas las quinas que deban formarse y la Corte Suprema tomará en cuenta, para formar cada una de ellas, las oposiciones que se hubieren presentado hasta dos días antes del acuerdo respectivo.





	Sin perjuicio de los beneficios previsionales que les correspondan de acuerdo a las normas vigentes, los ministros y fiscales que deban cesar en sus cargos por aplicación de la presente disposición transitoria, tendrán derecho a un beneficio compensatorio adecuado, que fijará la ley.".





	8.- Agrégase la siguiente disposición transitoria:



	“Trigesimaoctava.- Durante el año siguiente a la fecha de publicación de la ley de reforma constitucional que modifica la composición de la Corte Suprema y la disposición Octava transitoria, no podrán figurar en las quinas para integrar dicha Corte quienes hayan desempeñado los cargos de diputado, senador, ministro de Estado, intendente, gobernador o alcalde.".".



- - - - - - -



			Acordado en sesiones celebradas los días 16 y 30 de julio y 6 y 13 de agosto en curso, con asistencia de los HH. Senadores señores Miguel Otero Lathrop (Presidente), Sergio Fernández Fernández (Olga Feliú Segovia), Juan Hamilton Depassier, Hernán Larraín Fernández y Anselmo Sule Candia (Jaime Gazmuri Mujica).



			Sala de la Comisión, a 13 de agosto de 1997.





















FERNANDO SOFFIA CONTRERAS

Secretario

�RESEÑA





I.- BOLETIN Nº:  2058-07



II.- MATERIA: reforma constitucional relativa al Poder Judicial 



III.- ORIGEN: mensaje, en primer trámite constitucional; con urgencia simple, que vence el jueves 14 de agosto de 1997.



IV.- URGENCIA: simple; vence el 14 de agosto



V.- OBJETIVOS DEL PROYECTO: 



a) avanzar en el proceso de modernización del Poder Judicial;



b) establecer un sistema de generación de la Corte Suprema en que participen órganos de los tres poderes del Estado, a saber, la propia Corte, el Presidente de la República y el Senado;



c) aumentar a 21 el número de Ministros de la Corte Suprema;



d) incorporar a ella abogados ajenos al Poder Judicial;



e) suprimir en dicha Corte la institución de los abogados integrantes;



f) como consecuencia de lo anterior, modificar el artículo relativo a la composición del Tribunal Constitucional, en cuanto exige para algunos de sus miembros el requisito de ser o haber sido abogado integrante de la Corte Suprema. Esta propuesta incide también en la composición del Tribunal Calificador de Elecciones, en la medida que el precepto respectivo remite al del Tribunal Constitucional para fijar los requisitos de uno de sus miembros;



g) eliminar la excepción al límite de edad que la disposición Octava Transitoria de la Carta Fundamental establece en favor de los magistrados de los tribunales superiores de justicia que se encontraban en servicio al 11 de marzo de 1981;



h) establecer los procedimientos, permanente y transitorio, con que se proveerán las vacantes que se producirían en la Corte Suprema por efecto de la enmienda relativa al límite de edad y al aumento del número de ministros;



i) encomendar a la ley la regulación de un beneficio compensatorio para los magistrados que deban cesar en sus funciones el próximo 1º de enero, sin perjuicio de los previsionales que les correspondan, e



j) consagrar una inhabilidad especial temporal para integrar las quinas para proveer los cargos de ministro de la Corte Suprema, que afectará a quienes hayan desempeñado los cargos de diputado, senador, ministro de Estado, intendente, gobernador o alcalde.



VI.- ESTRUCTURA: artículo único, conformado por ocho numerales, que introducen enmiendas a los artículos 32, Nº 14; 49, Nº 9); 75; 79; 81; 116; Disposición Octava Transitoria y agrega una disposición transitoria nueva.



VII.- QUORUM ESPECIAL:  tres quintas partes de los senadores en ejercicio, salvo el número 5, que para ser aprobado requiere el voto de los dos tercios de los senadores en ejercicio, por referirse al Tribunal Constitucional 



VIII.- OTROS PROYECTOS RELACIONADOS: el que modifica el Código Orgánico de Tribunales para complementar la presente reforma constitucional (Boletín Nº 2059-07)



IX.- INFORMES SOLICITADOS: a la Excma. Corte Suprema; a la Asociación Nacional de Magistrados; al Colegio de Abogados; a los Decanos o directores de los Departamentos de Derecho Público de las Universidades de Chile, Católica de Chile, Católica de Valparaíso, de Valparaíso, de Concepción, Diego Portales, Gabriela Mistral, de Los Andes y Adolfo Ibáñez; a los profesores de Derecho Constitucional señora Angela Vivanco y señores Alejandro Silva Bascuñán, Raúl Bertelsen, Guillermo Bruna, Francisco Cumplido, Humberto Nogueira, Jorge Ovalle  y Jorge Mario Quinzio.



X.- OBSERVACIONES:



Se relacionan con esta reforma el artículo 1º de la ley Nº 18.805, artículo 5º de la ley Nº 18.675 y artículo 5º del D.L. Nº 3.058 (sobre beneficios económicos de los ministros y fiscal de la Corte Suprema)



XI.- ACUERDOS: 	Idea de legislar, aprobada por unanimidad.



Número 1 del artículo único:  3 x 1



Número 2 del artículo único: 3 x 1



Número 3 del artículo único: 3 x 1



Número 4 del artículo único: unanimidad 



Número 5 del artículo único: unanimidad



Número 6 del artículo único: 3 x 2



Número 7 del artículo único: 3 x 2; salvo el último inciso, por unanimidad



Número 8 del artículo único: 4 x 1



Valparaíso, 26 de agosto de 1997.		









FERNANDO SOFFIA CONTRERAS

Secretario
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� Fecha de entrada en vigencia de la Constitución de 1980.

� "Proposiciones para la Reforma Judicial", coordinador Eugenio Valenzuela S., Centro de Estudios Públicos (CEP) 1991; pág. 35.

� El artículo 95 del Código Orgánico de Tribunales fija en once miembros el quórum para funcionar la Corte en pleno.

� Según dispone el artículo 93 del Código Orgánico de Tribunales.

� Actas, sesiones 251, 284 y 331.

� Boletín Nº 2000-07.
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